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TRIBUNAL SUPERIOR
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SALA DE DECISION PENAL

Magistrado  Ponente:

LEONEL ROGELES MORENO

Pereira, quince (15) de diciembre de dos mil diez (2010)
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Aprobado según Acta No. 827.
Radicación:
66682-60-00-065-2008-00921-02
Procesados:
Evelio Castrillón Agudelo y otros
Punible:
Concierto para delinquir agravado, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y fabricación, tráfico o porte de armas de fuego o municiones
Procedencia:
Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira
ASUNTO:

Asume la Corporación el conocimiento del presente asunto y en esta nueva oportunidad se pronuncia sobre el recurso de apelación interpuesto por el señor Fiscal, contra la decisión adoptada por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, mediante la cual negó la admisión en el juicio oral de una prueba testimonial solicitada por el ente acusador.

ANTECEDENTES:

Se conoce en autos que la Fiscalía prealudida radicó escrito de acusación contra los ciudadanos Evelio Castrillón Agudelo, Jhon Fredy Flórez Osorio, Rosalía Agudelo de Suárez, Ángela María Suárez Agudelo, Leonardo Fabio Castro León, Juan Carlos Cárdenas Giraldo, Orva Enis Ocampo Gálvis, Wilton Ramírez Álvarez, Franci Elena Parra Pabón, Viviana Upegui Velásquez, Miguel Antonio Ríos Narváez, Doralba Salazar Sánchez, Maribel Valencia Marín, Claudia Janeth Herrera Cañola, Gildardo Henao Ramírez, Jhon Fredy Gómez Velásquez, Blanca Deisy Castro Osorio y Ángela Patricia Osorio Sabogal, por los delitos de concierto para delinquir agravado con fines de narcotráfico, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

Luego, el 10 de febrero de 2010 se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación en la que conforme con el requerimiento de los abogados de la defensa y con anuencia del señor Juez, la Fiscalía puso a disposición de esta parte, todos elementos materiales probatorios.

Se cumplió posteriormente la audiencia preparatoria en sesiones de los días 24 de marzo y 23 de abril último, con ocasión de la cual sólo hubo observación de uno de los defensores al descubrimiento de un elemento probatorio relacionado con unas entrevistas, por lo demás, se accedió a la práctica de la totalidad de las pruebas solicitadas por las partes sin objeciones ni recursos.

Siguiendo el curso de la instrumentalidad, el 24 de mayo último se dio inicio a la audiencia de juicio oral y luego de varias sesiones fue reanudada el 12 de julio, dentro de la cual, la primera prueba a practicar fue el testimonio de Claudia Yaneth Rodríguez Yepes, con la que se introdujo la evidencia marcada con el número 34, cuya validez fue cuestionada por la defensa y ello originó el proveído del Juez que negó la admisión de la prueba, ante lo cual la Fiscalía interpuso recurso de apelación.

Desatada la alzada por esta Corporación, se reanudó la audiencia de juicio oral con la aducción de la prueba decretada y siguiendo el curso del debate, en sesión del 8 de octubre último se recepcionó testimonio a la señora María Cecilia Narváez Vallejo, quien dijo no recordar lo dicho en la entrevista que se leyó ni reconocer el documento exhibido, por lo que agotado el interrogatorio por las partes, la Fiscalía solicitó la práctica de prueba sobreviniente consistente en una pericia grafológica y otra dactiloscópica al documento aducido por esta parte, así como recibir declaración a Julián Andrés González Gálvis, Investigador de la Sijin de la Policía Nacional, para impugnar la credibilidad de la testigo, en torno a lo cual el bloque defensivo manifestó su oposición.
LA DECISION A QUO

El juzgador estimó razonable la necesidad de acreditar la genuinidad de la entrevista rendida por la testigo María Cecilia Narváez al investigador, por lo que decretó las pruebas grafológica y dactiloscópica, mas no accedió a recibir declaración al servidor de policía judicial. 

Interpuestos los recursos de reposición y de apelación por el señor Fiscal quien procedió a realizar la sustentación respectiva y luego de escuchar a las demás partes, incluido la representante del Ministerio Público el señor Juez mantuvo su decisión y otorgó la alzada.

LA IMPUGNACION

Intervención de la Fiscalía –recurrente–

Expresó que solicitó esta prueba como excepcional no con la finalidad de acreditar la autenticidad de la entrevista, sino para brindar ilustración acerca de las circunstancias en que la recepcionó, si la entrevistada leyó su contenido y cuál era su estado anímico y de salud para ese momento, aspectos que –en su sentir- permiten determinar si la testigo mintió y a la vez permitir un medio para impugnar la credibilidad.
Los defensores –no recurrentes –

Esta parte conviene en sostener que lo alegado por la Fiscalía más bien corresponde a la apreciación probatoria, asunto que solo competente al juez, que debe acudir a la prueba de refutación y que la petición ha sido mal invocada.

El Ministerio Público –no recurrente-
Comparte la decisión del juez y advierte que se ha presentado una situación irregular, que alguien está mintiendo, por lo que una vez aclarada la situación debe ordenarse la investigación a que haya lugar.

CONSIDERACIONES

Competencia:

Esta Corporación se halla facultada para desatar la impugnación objeto de examen, en atención a los factores determinantes de la competencia y especialmente a lo previsto por la regla 33 de la Ley 906 de 2004.

Problema jurídico:

Se constituye en materia decisoria la inadmisión de la solicitud testimonial impetrada por el ente acusador como prueba excepcional, cuyo grado de acierto del señor Juez en su pronunciamiento se examina para concluir bien en su confirmación o si en contrario, su abrogación se torna procedente a instancia del recurso.

LA SOLUCIÓN

El asunto en discusión se origina con ocasión del desarrollo del juicio oral durante el cual, luego de recepcionarse el testimonio de la señora María Cecilia Narváez Vallejo y no admitir ella lo consignado en una entrevista anterior presuntamente rendida ante el investigador, cuyo contenido desconoce, la Fiscalía solicita prueba grafológica y dactiloscópica a la testigo con el fin de verificar la autenticidad del documento, pero además requiere que el señor Julián Andrés González Gálvis comparezca nuevamente al estrado, para deponer sobre las circunstancias en que se recibió la misma y acuñarla como medio para impugnar la credibilidad.
Sobre el tema respecto del debate probatorio en el juicio oral, esta Colegiatura precisó lo siguiente:
“Las reglas relativas al régimen probatorio que se consagra en el sistema penal acusatorio, se encuentran diseminadas a lo largo de la codificación adoptada con tal finalidad
. Es así como la normativa relacionada con el juicio, se desarrolla sobre la base inicial de una acusación con ocasión de la cual, la Fiscalía hace sus primeros enunciados acerca de la prueba que adenda al escrito para fundamentarla; desemboca luego el curso de la acción en la audiencia preparatoria donde se sienta ya un precedente de legalidad acerca de la prueba que regirá el debate, y sus reglas imponen la solicitud de las partes en tal sentido y la aprobación del juez, para luego tener la oportunidad los contendientes de impetrar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad.

“De tal suerte que es la audiencia preparatoria el momento propicio para la solicitud, decreto y oposición probatoria, y bajo esta égida podemos señalar que el escenario procesal oportuno para pedir la inadmisión de un medio de prueba lo es en aquella y no en la del juicio oral al que se ha llegado con unas pruebas ya autorizadas, de manera que en este no es posible reabrir un debate sobre los requisitos de conducencia, pertinencia y utilidad”.
 
Lo excepcional frente a esta imposición de la ley instrumental, es la posibilidad de acceder al decreto y aducción de prueba durante el desarrollo del juicio oral, cuando se invoca y demuestra su rótulo de sobreviniente en los términos del artículo 344 inciso 2º de la Ley 906 de 2004, cuya práctica no fue solicitada por las partes ni ordenada por el juez en la oportunidad precedente, esto es, en la audiencia preparatoria.
Pero esta regla exige además el cumplimiento de unos requisitos tales como: (i) que no fuese conocida con anterioridad, con lo cual se evita sorprender a las demás partes, (ii) que sea muy significativa para el juicio, siempre y cuando cumpla con las exigencias de admisibilidad, pertinencia y utilidad, y (iii) que no genere afectación al derecho de defensa o a la integridad del juicio.
Esta figura permite que en algunos eventos el juez tenga la facultad de decretar una prueba nueva a instancia de la parte, como aquí ocurre donde surgió como una respuesta necesaria el decreto de las pruebas técnicas solicitadas y decretadas, tendiente a acreditar la suscripción de un documento por parte de una testigo citada al juicio, quien negó haber otorgado al ente acusador una entrevista en determinado sentido.
Pero el asunto que concita a la Colegiatura, no tiene las características antes indicadas, toda vez que se trata de ampliar un testimonio ya recepcionado en el juicio, con el cual se hizo aducción de medios probatorios como lo fue la entrevista que suministró María Cecilia Narváez. Sostuvo el censor que el propósito de llamar al servidor González Galvis, no es otro que impugnar la credibilidad de la testigo al momento de rendir su exposición oral en el juicio, dadas las manifestaciones adversas brindadas con ocasión de la entrevista personal que le recibió el agente de policía judicial.
La técnica enseña que la eficacia probatoria de lo testificado en el juicio oral se cuestiona mediante la utilización de cualquier medio cognoscitivo legalmente previsto o admisible, cuya introducción al juicio haya sido previamente autorizada o con la excepcional prueba sobreviniente como ya quedó anotado.
En tales condiciones y para atender el pedimento del señor Fiscal recurrente, debe la Sala acudir al contenido del artículo 393
 que fija reglas del contrainterrogatorio, por el cual se autoriza la comparecencia de todo aquél que haya hecho tránsito por el estrado bajo la condición de testigo, para que pueda nuevamente ser inquirido sobre los hechos allí relacionados.

El señor Julián Andrés González Gálvis, si bien es cierto cumplió la actividad para la cual fue citado a declaración dentro de los parámetros establecidos por el artículo 399 del C. de P. Penal, como lo fue aducir los elementos probatorios atinentes a la entrevista por él recibida a la señora María Cecilia Narváez, puede ser nuevamente convocado al estrado y no solo por la Fiscalía, sino que también la defensa tiene aquella facultad.
En conclusión, la decisión que por vía de alzada revisa la Corporación, será abrogada, para en su lugar permitir que con ocasión del juicio oral, a petición de la Fiscalía nuevamente se llame al estrado el señor González Gálvis con la finalidad de que testifique sobre los aspectos que interesen a las partes acorde con las reglas sobre la recepción del testimonio.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,
RESUELVE:

Revocar la determinación adoptada en audiencia de juicio oral del 8 de octubre de 2010 por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, y en su lugar ordenar nuevamente la comparecencia en el juicio del señor Julián Andrés González Gálvis conforme lo solicitó la Fiscalía acusadora.

Este proveído queda notificado en estrados y en su contra no procede recurso.

COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado









    Secretario
� Folio 36


� Folios 39 y 48


� Código de Procedimiento Penal – Ley 906 de 2004


� Rad. 66001-60-00-000-2010-00003-01, Sala de Decisión Penal, auto de 27 de septiembre de 2010, con ponencia de quien ahora cumple igual función.


� Ley 906 de 2004. Artículo 393 inciso último: “El testigo deberá permanecer a disposición del juez durante el término que éste determine, el cual no podrá exceder la duración de la práctica de las pruebas, quien podrá ser requerido por las partes para una aclaración o adición de su testimonio, de acuerdo con las reglas anteriores”.
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